Ref. Expte.  24-D-2025

Legislatura de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires

Visto:
El expediente Nº 24-D-2025, de Ley de los/las Diputado/as Ocaña, Arenaza,  Méndez, Nagata, y Thourte, referido a la modificación de la Ley 2681, y
Considerando:

Que la presente iniciativa tiene por objeto promover y visibilizar las buenas prácticas en materia de educación inclusiva en los establecimientos educativos de la Ciudad, mediante la creación de un Listado Voluntario de Escuelas con Buenas Prácticas en Educación Inclusiva, administrado por la autoridad educativa competente.

Que la educación inclusiva constituye un derecho humano y un principio rector de los sistemas educativos modernos. Está reconocida por la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad en su artículo 24, que compromete a los Estados Parte a garantizar un sistema educativo inclusivo en todos los niveles, basado en la igualdad de oportunidades y en el respeto a la diversidad.

Que a nivel nacional, las leyes que regulan la educación (tales como la Ley de Educación Nacional, la Ley de Protección Integral de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes, y la Ley de Discapacidad) establecen la obligación del Estado de asegurar la inclusión, la equidad y la accesibilidad en todos los ámbitos educativos. Sin embargo, las transformaciones necesarias para alcanzar una educación verdaderamente inclusiva requieren no sólo de normas, sino también del reconocimiento, la difusión y el fortalecimiento de las prácticas exitosas que se desarrollan en las escuelas y comunidades educativas de todo el territorio.

Que el presente proyecto no persigue la creación de nuevas obligaciones para las instituciones educativas, sino la construcción de un espacio de reconocimiento, intercambio y aprendizaje colectivo, que permita identificar, valorar y multiplicar las experiencias que promuevan la inclusión efectiva.

Que el Listado Voluntario funcionará como un instrumento de visibilización y estímulo, al que podrán adherirse aquellas escuelas que desarrollen proyectos, programas o estrategias innovadoras que faciliten la participación plena de todos los estudiantes, en particular de aquellos con discapacidad.

Que a través de la creación de este Listado, la autoridad educativa podrá:

· Reconocer públicamente las experiencias destacadas en materia de inclusión educativa.

· Fomentar la cooperación entre instituciones para el intercambio de saberes y recursos.

· Promover instancias de formación docente continua basadas en prácticas exitosas.

· Relevar información útil para el diseño y evaluación de políticas públicas inclusivas.

Que de esta manera, el Listado Voluntario no sólo premiará las buenas prácticas, sino que fortalecerá la cultura inclusiva en el sistema educativo, favoreciendo una mirada positiva, proactiva y colaborativa sobre la diversidad, cumpliendo con el marco normativo  establecido por la Resolución Ministerial N° 860/25 y sus anexos, los cuales establecen procedimientos de acompañamiento a las familias y a las instituciones, reconociendo los derechos de todas las partes involucradas: estudiantes, familias e instituciones educativas.

Que la creación de un Registro Público obligatorio de vacantes para escuelas privadas genera una distorsión en el funcionamiento del mercado educativo. En los sistemas con oferta diversa, cada institución gestiona sus cupos según su demanda, proyecto pedagógico, disponibilidad docente, infraestructura y continuidad de sus familias. Obligar a publicar esa información de manera unificada reduce la flexibilidad organizativa, impone costos administrativos innecesarios y desvía recursos que deberían destinarse a la enseñanza. En la práctica, esto encarece la estructura operativa y puede trasladarse al valor de la cuota, afectando directamente a las familias. Además, la intervención desincentiva la expansión de la oferta privada: cualquier exigencia adicional implica mayor costo y riesgo regulatorio, desalienta la apertura de nuevas escuelas o la ampliación de las existentes y termina reduciendo la competencia y las opciones de elección para las familias, afectando el derecho a la libertad de enseñanza.

Que no existe justificación para imponer estas obligaciones únicamente al sector privado. El proyecto a tratar exige la publicación de vacantes antes del 31 de octubre de cada año, pero no impone la misma exigencia a la administración pública. Esta asimetría regulatoria es contraria a los principios de neutralidad y competencia. Cargar de trámites al sector que innova y amplía la oferta educativa no mejora la inclusión, sino que genera incentivos perversos: más regulación, menos escuelas, menos diversidad de proyectos pedagógicos. Además, afecta directamente la planificación escolar, porque obliga a anticipar decisiones de matrícula en etapas donde todavía no está definida la continuidad de alumnos, la disponibilidad de docentes o la capacidad real de cada curso. Esto genera rigidez operativa y resta previsibilidad a la gestión institucional.

Que la intervención propuesta también afecta la libertad de organización de cada institución. Las escuelas privadas construyen su identidad a partir de la autonomía para definir su ideario, sus prioridades pedagógicas y su forma de gestionar la matrícula. La creación de un registro obligatorio es el primer paso hacia un esquema de intervención creciente, en el cual el Estado puede pasar de exigir información a condicionar decisiones internas, limitar la libre admisión o establecer cupos mínimos o máximos sin considerar las particularidades de cada proyecto educativo. 

Que la medida propuesta no mejora la calidad ni la inclusión, pero sí genera más burocracia, mayores costos y menos libertad. 

Que la educación inclusiva no se construye desde la regulación compulsiva, sino desde el reconocimiento de quienes ya están haciendo las cosas bien. La opción voluntaria fortalece la diversidad de la oferta educativa, fomenta la cooperación entre instituciones y respeta el derecho de las familias a elegir el proyecto pedagógico que mejor se adapte a sus hijos.

Por todo lo expuesto, esta Comisión de Educación, Ciencia y Tecnología aconseja la sanción de la siguiente:     

LEY 

MODIFICACIÓN DE LA LEY N°2.681 

Artículo 1°.- Incorpórase como primer párrafo del artículo 1 de la ley 2681 (t.o. por la ley 6588), el siguiente:

“El derecho de admisión en los establecimientos educativos de gestión privada, que se ejerce al momento de la matriculación inicial y de la rematriculación anual, es una derivación necesaria de la libertad de enseñanza garantizada por la Constitución Nacional y del derecho de definir el proyecto e ideario institucional y exigir a los miembros de la comunidad educativa la adhesión y conformidad con ese ideario.

Dicho derecho deberá ejercerse conforme a la normativa vigente, de manera objetiva y no arbitraria, asegurando procedimientos claros, transparentes y compatibles con lo dispuesto en el presente artículo.”

Artículo 2º– Incorpórese como artículo 1° bis de la Ley N° 2.681 (texto consolidado por la  Ley N° 6.588), siguiente texto: 

“Artículo 1° bis . Listado Voluntario de Escuelas con Buenas Prácticas de Inclusión Educativa

Créase en el ámbito del Ministerio de Educación de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires un Listado Voluntario de Escuelas con Buenas Prácticas de Inclusión Educativa, de carácter público e informativo, en el que podrán inscribirse, de manera libre y espontánea, los establecimientos educativos de gestión privada que desarrollen políticas, programas o experiencias pedagógicas destinadas a favorecer el acompañamiento de trayectorias inclusivas.

El Listado Voluntario tendrá como finalidad poner a disposición de las familias información clara y accesible acerca de aquellas instituciones que, de acuerdo con su proyecto pedagógico, promuevan entornos inclusivos y prácticas de acompañamiento adecuadas. 

Se considerarán buenas prácticas, entre otras, aquellas orientadas a promover entornos inclusivos, procedimientos institucionales de acompañamiento adecuados y acciones de transparencia, incluyendo la comunicación clara sobre criterios de admisión, disponibilidad de vacantes y procesos de matriculación y rematriculación.”

Artículo 3°.- Comuníquese, etc.

Sala de la Comisión:  13 de Noviembre de 2025.-
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